OMPI/JPI-JDA/GDL/04/2 RD

página 15

	S

OMPI/JPI-JDA/GDL/04/2 RD

ORIGINAL:  Español

FECHA:  26 de febrero de 2004

	
[image: image1.png]



	[image: image2.png]



	
[image: image3.png]INDAUTOR

O

Port





	INSTITUTO MEXICANO DE LA
PROPIEDAD INDUSTRIAL
	ORGANIZACIÓN MUNDIAL
DE LA PROPIEDAD INTELECTUAL
	INSTITUTO NACIONAL DEL
DERECHO DE AUTOR


reunión regional de directores de oficinas de
propiedad INDUSTRIAL Y DE OFICINAS DE DERECHO DE AUTOR
de américa latina
organizado por
la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI)

en cooperación con
el Instituto Mexicano de Propiedad Industrial (IMPI),

y
el Instituto Nacional del Derecho de Autor (INDAUTOR) de México
Guadalajara (México), 23 a 25 de marzo de 2004
SITUACIÓN ACTUAL DEL DERECHO DE AUTOR EN REPúBLICA DOMINICANA

Documento preparado por la Oficina Nacional de 
Derecho de Autor (ONDA), Santo Domingo

I.
LEGISLACIÓN SOBRE DERECHO DE AUTOR Y DERECHOS CONEXOS

A.
Principales iniciativas legislativas (nuevas leyes, reglamentos y proyectos de modificación de la legislación vigente, etc.) en materia de derecho de autor y derechos conexos que se desarrollan en la actualidad en el país, y/o las iniciativas legislativas en las cuales su país está participando a nivel subregional

En el orden interno, actualmente, República Dominicana asiste a un proceso de negociación de un Tratado de Libre Comercio con los Estados Unidos.  Como derivación de su firma, prevista para mayo de 2004, y en vista de que sus contenidos necesitan ser acogidos en la legislación interna, el país deberá encaminarse a la modificación de la Ley sobre Derecho de Autor Nº 65-00, del 21 de agosto de 2000, en lo que toca al plazo de protección del derecho de autor tras la muerte de su titular, que pasará de 50 a 70 años en beneficio del cónyuge, herederos y causahabientes.  Asimismo, se verá en obligación de producir un reglamento complementario de la ley para desarrollar los preceptos del Tratado relativos a la protección de medidas tecnológicas, dado que su especificidad los hace materia de una regulación particular que no alcanza el rango de la ley. 


Contrariamente, la reciente ratificación del Tratado sobre Derecho de Autor (WCT/TODA) y el Tratado sobre Interpretación o Ejecución y Fonogramas (WPPT/TOIEF) mediante las resoluciones Nº 150-03 y Nº 182-03, promulgadas por el Poder Ejecutivo en fechas 12 de agosto y 26 de noviembre de 2003, no conllevará el ajuste de la Ley Nº 65-00, puesto que sus disposiciones ya se encuentran contenidas en la misma, fruto de la labor previsora del legislador. 


A nivel subregional, y particularmente en materia de derecho de autor y derechos conexos, el país no participa en ninguna iniciativa, salvo la del Acuerdo de Libre Comercio de las Américas (ALCA).

B.
Situación y alcances de los acuerdos (firmados o en negociación) bilaterales en materia de derecho de autor y derechos conexos

El Tratado de Libre Comercio que se negocia con Estados Unidos contiene un capítulo dedicado a la materia de propiedad intelectual.


Los artículos 15.5 a 15.8 abordan en modo preferente el campo del derecho de autor y los derechos conexos.  Suscintamente, el tratado plantea la siguiente serie de obligaciones para las partes intervinientes:

a)
Hacer que los autores, artistas y productores de fonogramas tengan el derecho de autorizar o prohibir toda reproducción, en cualquier manera o forma, ya sea permanente o transitoria (incluyendo el almacenamiento temporal en forma electrónica). 

b)
Conceder a los autores, artistas y productores de fonogramas el derecho de autorizar que se pongan a disposición del público el original y copias de sus obras, presentaciones y fonogramas a través de la venta u otro traspaso de propiedad.

c)
Establecer que, en los casos en que se requiera la autorización tanto del autor de una obra incluida en un fonograma y del artista y productor del fonograma, sea necesaria la autorización de ambos, para evitar que se establezca una jerarquía entre los derechos de estos. 


d)
Establecer en 70 años el plazo de protección de una obra, actuación o fonograma 
a partir de la muerte de una persona física, la primera publicación autorizada de la obra, actuación o fonograma o su creación, a falta de publicación. 

e) 
Consagrar la transmisión libre, por separado y por escrito de derechos de autor y derechos conexos. 

f) 
Proporcionar protección legal adecuada contra la circunvención de medidas tecnológicas que restrinjan actos no autorizados con respecto a obras, actuaciones y fonogramas, así como la gestión electrónica de derechos. 

g) 
Emitir textos legales para regular la adquisición y manejo de softwares licenciados por parte de las instituciones estatales. 

h) 
Conceder a los autores el derecho exclusivo de autorizar o prohibir la comunicación pública de sus obras, de manera directa o indirecta, a través de medios alámbricos o inalámbricos.

i) 
Conceder trato nacional a los artistas y productores de fonogramas de ambos Estados, así como a las actuaciones o fonogramas publicados o fijados por primera vez en el territorio de una Parte.

j) 
Conceder a los artistas el derecho de autorizar o prohibir la transmisión y comunicación pública de sus actuaciones no fijadas, exceptuando donde la actuación ya sea una actuación transmitida, y la fijación de sus actuaciones no fijadas. 

k) 
Conceder a los artistas y productores de fonogramas el derecho de autorizar o prohibir la comunicación al público, por cualquier forma, de sus actuaciones o fonogramas. 

l) 
Considerar delito fabricar, ensamblar, modificar, importar, exportar, vender, arrendar o distribuir dispositivos o sistemas tangibles e intangibles dedicados a la decodificación de señales satelitales codificadas, sin la autorización del distribuidor legítimo de la señal.

m) 
Considerar delito la recepción y distribución de señales decodificadas sin autorización del distribuidor legítimo de la señal. 


En lo referente a la observancia del derecho de autor y los derechos conexos, el Artículo 15.11 del Tratado se ciñe a los textos correspondientes del Acuerdo sobre los ADPIC. 


La mayor parte de los requerimientos del tratado ya figuran contenidos en la 
Ley Nº 65-00, salvo lo referido al plazo de protección –actualmente 50 años– y el uso de programas licenciados por las agencias estatales;  la primera de estas disposiciones implicará 
la modificación de la ley y la segunda la promulgación de un decreto del Poder Ejecutivo a 


esos fines.  Del mismo modo, y en vista de que los textos referidos a la protección de las medidas tecnológicas resultan sumamente detallistas, un decreto del Poder Ejecutivo deberá complementar la ley en este sentido. 

C.
Relación de los recientes tratados internacionales a los cuales el país ha pasado a formar parte durante los dos últimos años, así como las iniciativas existentes para la adhesión a tratados internacionales relativos al derecho de autor y los derechos conexos

De entrada, debemos referir que la República Dominicana ha integrado a su Derecho Positivo, a través del tiempo, varios acuerdos sobre la materia autoral.  Así, en 1977 ratificó la Convención de Roma y en 1982 hizo lo propio con la Convención Universal de Derecho de Autor, firmada en Ginebra en 1952 y revisada en París en 1971.


La adhesión al Acuerdo de Marrakech, mediante la Resolución Nº2-95, del 20 de enero de 1995, del Congreso Nacional y su Anexo 1-C, el Acuerdo sobre los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio (ADPIC), trajo consigo la adhesión al Convenio de Berna, el 24 de diciembre de 1997;  a la Convención que estableció la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual, (OMPI) el 27 de junio de 2000 y la promulgación en 2000 de las avanzadísimas leyes Nº 20-00, del 20 de mayo de 2000, sobre Propiedad Industrial y Nº 65-00, del 21 de agosto de 2000, sobre Derecho de Autor. 


En lo que se refiere a los más recientes tratados internacionales a los cuales el país ha pasado a formar parte, los nuevos Tratados de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI) conocidos como “tratados Internet”, es decir, el Tratado sobre Derecho de Autor (WCT/TODA) y el Tratado sobre Interpretación o Ejecución y Fonogramas (WPPT/TOIEF), fueron ratificados mediante las resoluciones Nº 150-03 y Nº 182-03, promulgadas por el Poder Ejecutivo en fechas 12 de agosto y 26 de noviembre de 2003, respectivamente.  En apoyo de su ratificación, la Oficina Nacional de Derecho de Autor realizó en 2001 un minucioso estudio comparado entre estos tratados y nuestra legislación vigente, mediante el cual se determinó que la adhesión a los mismos no implicaría la modificación de la Ley Nº 65-00.  Dicho estudio fue remitido al Poder Ejecutivo, conjuntamente con la recomendación de su suscripción, para iniciar los pasos requeridos para su adhesión y posterior sometimiento al Congreso Nacional para fines de ratificación.  Ya enviados al Congreso Nacional, la Oficina Nacional de Derecho de Autor sostuvo reuniones con legisladores en 2002 y en 2003 requirió de los presidentes del Senado y la Cámara de Diputados su ratificación en corto plazo.


La firma del Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos en mayo de 2004, implicará la ratificación del Convenio referente a la distribución de señales portadoras de programas transmitidos por satélite de 1974, como obligación derivada de su adopción.

D.
Iniciativas en materia de protección de bases de datos no originales, organismos de radiodifusión, interpretaciones y ejecuciones audiovisuales y expresiones del folclore

Hasta la fecha, nuestro país no ha impulsado ninguna iniciativa para la protección de los ámbitos indicados. 

II.
ADMINISTRACIÓN DE DERECHO DE AUTOR Y DERECHOS CONEXOS

A.
Situación de la oficina nacional competente;  estructura, funciones y competencia

La autoridad nacional competente para la cautela y la protección administrativa del derecho de autor y los derechos conexos es la Oficina Nacional de Derecho de Autor (ONDA), una dependencia de la Secretaría de Estado de Cultura, a la cual se encuentra confiada la Unidad de Derecho de Autor.  Por mandato de la Ley Nº 65-00, funciona en la capital de la República y tiene jurisdicción en todo el territorio nacional. 


Su dirección está a cargo de un abogado que necesariamente debe ser dominicano y tener un mínimo de cinco años de haber obtenido el exequátur para el ejercicio de la profesión.


Estructuralmente, la Oficina consta de una Dirección, bajo la cual está una Subdirección Administrativa, de la que dependen los departamentos de Contabilidad, Mayordomía, Mensajería, Seguridad, Consultoría Jurídica, Relaciones Públicas e Inspección y Operativos.  El Registro Nacional de Derecho de Autor, dependiente de la Unidad de Derecho de Autor, funciona también como un departamento.  


La Oficina tiene las siguientes atribuciones (Arts.187 Ley Nº 65-00 y 107.  Reglamento Nº 362-01):

a) Orientar, coordinar y fiscalizar en sede administrativa la aplicación de las leyes, tratados o convenciones internacionales de los cuales forme parte la República, en materia de derecho de autor y derechos afines, y vigilar su cumplimiento.

b) Organizar y administrar el Registro del Derecho de Autor y el Depósito Legal.

c) Ejercer la función de autorización, inspección y vigilancia de las sociedades de gestión colectiva y, en su caso, aplicar las sanciones correspondientes.

d) Intervenir por vía de conciliación, aun de oficio, y de arbitraje, cuando así lo soliciten las partes, en los conflictos que se presenten con motivo del goce o el ejercicio de los derechos reconocidos en la ley.

e) Ejercer, de oficio o a petición de parte, funciones de vigilancia e inspección sobre las actividades que puedan dar lugar al ejercicio del derecho de autor o los derechos afines, estando obligados los usuarios a brindar todas las facilidades necesarias a los fines de la fiscalización y proporcionar toda la información y documentación que le sea requerida. 

f) Presentar, si lo considera pertinente, denuncia penal, cuando tenga conocimiento de un hecho que constituya presunto delito.

g) Emitir informe técnico no vinculante en los procesos civiles y penales que se ventilen sobre el goce o el ejercicio del derecho de autor o los derechos afines, cuando así sea requerido por el Juez, de oficio o a petición de parte.

h) Desarrollar programas de difusión, capacitación y formación en materia de derecho de autor y derechos conexos.

i) Dictar y practicar inspecciones, medidas preventivas o cautelares, inclusive para la recolección de pruebas, pudiendo actuar por reclamación expresa del titular del derecho, sus representantes o causahabientes debidamente autorizados, o la sociedad de gestión colectiva correspondiente, e inclusive de oficio.

j) Aplicar, de oficio o a petición de parte, las sanciones administrativas para las cuales tenga competencia, en conformidad con la Ley y este Reglamento, pudiendo amonestar, multar, incautar o decomisar, así como disponer el cierre temporal o definitivo de los establecimientos infractores.

k) Ordenar, mediante resolución motivada y luego de ofrecer a las partes el derecho a presentar alegatos y pruebas, la destrucción de los ejemplares que constituyan una infracción y, en caso necesario, de los moldes, planchas, matrices, negativos y demás elementos destinados a la producción de tales ejemplares, levantando previamente a esos efectos un acta donde se deje constancia pormenorizada de los bienes objeto de la destrucción. 

l) Promover la ejecución forzosa o cobranza coactiva de sus resoluciones.

m) Requerir la intervención de las autoridades competentes y el auxilio de la fuerza pública para ejecutar sus resoluciones.

n) Fijar por resolución los derechos sobre formularios, certificados, inscripciones, copias, extractos o documentos que tramite o expida.


A estas atribuciones se suman las facultades de la Oficina para, a través de 
sus funcionarios:

a) ingresar libremente y sin previa notificación en los lugares en los cuales puedan ser objeto de violación de uno cualquiera de los reconocidos por la ley o se presuma su violación;  y 

b) proceder a cualquier examen, comprobación o investigación que considere necesarios para tener la convicción de que se observan las disposiciones legales vigentes en la materia, en particular: 

i) interrogar, solo o ante testigos, al personal de empresas y ejecutivos sobre cualquier asunto relativo a la aplicación de la ley y su reglamento;

ii) solicitar la presentación de registros, licencias, autorizaciones o documentos referentes a esta materia y a la comercialización de productos reproducidos ilícitamente;

iii) levantar acta de la situación anómala encontrada en esta materia;

iv) ordenar la suspensión inmediata de la actividad ilícita;  y

v) retener todo material ilícito, inclusive los equipos utilizados para la utilización no autorizada y los documentos pertinentes.

Sin perjuicio de las anteriores atribuciones y de las acciones civiles o las sanciones penales aplicables, la Oficina Nacional de Derecho de Autor está facultada para ordenar en sede administrativa, de oficio o a solicitud de uno cualquiera de los titulares de derechos reconocidos en la ley o sus representantes, el cese inmediato de la actividad ilícita del infractor. 

Con este fin, como autoridad administrativa, tiene la facultad para ordenar medidas preventivas o cautelares rápidas y eficaces para:

a) Evitar una infracción de cualquiera de los derechos reconocidos en la Ley y, en particular, impedir la introducción de los circuitos comerciales de mercancías presuntamente infractoras, incluyendo medidas para evitar la entrada de mercancías importadas.

b) Conservar todas las pruebas pertinentes y relacionadas con la presunta infracción.

Las medidas preventivas o cautelares serán, entre otras:

a) La suspensión o cese inmediato de la actividad ilícita.

b) La incautación o decomiso y retiro, sin aviso previo, de los ejemplares producidos o utilizados indebidamente y del material o equipos empleados para la actividad infractora, así como de las pruebas documentales pertinentes.

La facultad para ordenar medidas preventivas o cautelares en virtud del pedido de una sola parte, se configura sin necesidad de notificar previamente a la otra, en especial cuando haya posibilidad de que cualquier retraso cause un daño irreparable al titular del derecho, o cuando haya un riesgo inminente de que se destruyan las pruebas.

Como instancia administrativa, la Oficina Nacional de Derecho de Autor debe resolver, en primer grado, todas las causas que le sean sometidas, por denuncia de parte o acción de oficio.  En este orden, ha generado una serie de decisiones que han conformado una incipiente jurisprudencia administrativa en derecho de autor, cuyos contenidos más relevantes se consignan más adelante. 

B.
Personal (número total de funcionarios, distribución por área y categoría – profesional, técnica o administrativa)

La Oficina Nacional de Derecho de Autor cuenta con una empleomanía de 19 personas, distribuida de la siguiente forma:

Área profesional 


-
Dirección (1 / abogado)


-
Subdirección Administrativa (1 / Lic. en contabilidad)


-
Consultoría Jurídica (1 / abogado)


-
Departamento de Relaciones Públicas ( 1 / Lic. en economía) 


-
Departamento de Contabilidad (1 / Lic. en contabilidad)

Área Administrativa


-
Secretaría (1)


-
Mensajería (1)


-
Mayordomía (1)


-
Registro Nacional de Derecho de Autor (4)

Área Técnica


-
Departamento de Seguridad (2 / oficiales de la Policía Nacional)


-
Departamento de Inspección y Operativos (5)


La siguiente tabla permite comparar la evolución del número de personal en los últimos tres años:






2002



2003



2004


Dirección 


2



1



2


RNDA


2



4



4


Cons. Jurídica

1



1



0


RRPP


1



1



1


Subdir. Adm.

2



2



2


Inspección


9



7



5


Conserje


1



1



1


Mensajero


1



1



1


Militares


2



2



2


Ministerio Público
1



0



0






________________________________________




TOTAL
22



20 



18


C.
Descripción de los alcances y objetivos de los proyectos en ejecución o previstos en materia de fortalecimiento institucional

En términos ideales, la Oficina Nacional de Derecho de Autor debería contar con un mayor personal, a fin de hacer más eficiente sus funciones.  Sin embargo, sus proyectos de fortalecimiento institucional no han podido ser implementados, pues no siendo una entidad autónoma o descentralizada, sus aspiraciones en cuanto a número de empleados no dependen de sus propios deseos y necesidades.


Se ha previsto que la Subdirección Administrativa, la Consultoría Jurídica y los Departamentos de Relaciones Públicas, Contabilidad y Seguridad, así como el Registro Nacional de Derecho de Autor, cuenten con una persona más, para hacer frente al cúmulo de trabajo que pesa sobre ellos.  El Departamento de Inspección y Operativos, dada su importancia, ameritaría ser dotado de cinco personas más y paralelamente de dos nuevos vehículos para poder garantizar el ejercicio de las facultades de observancia a cargo de la Oficina a nivel nacional. 

III.
TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN

A.
Fondo de documentación y bases de datos

La Oficina no cuenta con fondos de información o bases de datos. 

B.
Equipamiento
La Oficina Nacional de Derecho de Autor se encuentra en un ala de la primera planta del edificio del Archivo General de la Nación, ubicado en la calle Modesto Díaz de la Zona Universitaria de la ciudad de Santo Domingo.  Tiene los siguientes teléfonos: (809) 508-7373 y 274-6006.  Sus números de fax son 8099 508-7575 y 274-6004.

El local está dividido de la siguiente manera:  dirección, secretaría y sala de recibo, sala de WIPONET, despacho de la consultoría jurídica, departamento de contabilidad, despacho y depósito del Registro Nacional de Derecho de Autor y despacho, sala y depósitos del departamento de inspección y operativos.

La Oficina cuenta con tres vehículos tipo camioneta doble cabina, dos de ellas asignadas al departamento de inspección y operativos y una a la dirección.  Tiene el mobiliario necesario para el personal, cinco computadoras y cuatro impresoras, aparato de televisión, refrigerador pequeño y horno de microondas para uso del personal.

C.
Página web y dirección de Internet
Actualmente y con el auspicio de la Business Software Alliance, la Oficina construye su página web, prevista para ser puesta en servicio el 26 de abril de 2004, Día Mundial de la Propiedad Intelectual.

Su dirección Internet es ondaadm@codetel.net.do.

D.
Servicios de información en materia de derecho de autor y derechos conexos
La información en materia de derecho de autor es servida por la Consultoría Jurídica mediante la emisión de consultas y el Registro Nacional de Derecho de Autor en lo que se refiere particularmente a esa área, así como por el Departamento de Relaciones Públicas a través de programas de radio y televisión y notas servidas a la prensa.  Igualmente y como forma de llegar a un mayor número de personas, a través de eventos académicos coordinados con otras instituciones.

IV.
PROMOCIÓN Y DIFUSIÓN DEL DERECHO DE AUTOR 
Y LOS DERECHOS CONEXOS A NIVEL NACIONAL

A.
Imagen corporativa
La Oficina Nacional de Derecho de Autor tiene como logo su acrónimo encerrado en ondas concéntricas, en alusión a su expansión nacional.

En 2003, la Oficina definió su misión, visión y valores en los siguientes términos:

Misión

Velar por la aplicación de la Ley Nº 65-00, del 21 de agosto de 2000, sobre Derecho de Autor y su Reglamento de Aplicación Nº 362-01, del 14 de marzo de 2001.

Visión

Garantizar la protección equitativa, imparcial y transparente del derecho de autor y sus derechos afines en el marco del Estado de Derecho, reconociendo a cada ciudadano aquello a lo que tiene derecho, actuando con objetividad, juzgando con ecuanimidad y equidad, laborando en forma abierta y clara, en apego a la legalidad y la rectitud.

Valores


Equidad, imparcialidad y transparencia.

B.
Actividades que realiza la Oficina para la promoción y difusión del sistema de propiedad intelectual, así como la vinculación con otras instituciones públicas o privadas
La ONDA ha desplegado en diferentes momentos programas de actividades a los fines de lograr el respeto por los derechos autorales, los cuales se han materializado a través de charlas y eventos sobre propiedad intelectual dirigidos a públicos especializados y campañas promocionales en la radio y la televisión.

De forma especial, en 2003, la Oficina, conjuntamente con la Biblioteca Nacional y la Red Nacional de Bibliotecas Públicas, editó un folleto sobre el registro y el depósito legal, el cual tuvo una amplia difusión entre las personas interesadas en hacer uso de estas figuras.

También en 2003, implementó durante tres meses y con el financiamiento de la Business Software Alliance la campaña “Cero Tolerancia a la Piratería”, originalmente promovida en 2002.

En el ámbito académico, organizó en 2003 en la ciudad de Santo Domingo, el Seminario Nacional de la OMPI sobre derecho de autor y derechos conexos y su gestión colectiva, conjuntamente con la Sociedad General de Autores, Compositores y Editores Dominicanos de Música, Inc. (SGACEDOM) y un Seminario Regional sobre Derecho de Autor en la ciudad de Santiago, conjuntamente con la Asociación Dominicana de la Propiedad 


Intelectual, Inc. (ADOPI) y la Pontificia Universidad Católica Madre y Maestra (PUCMM). Las ponencias presentadas en este último evento serán publicadas en la Revista del Departamento de Ciencias Jurídicas de esa casa de estudios.

En el pasado mes de febrero auspició conjuntamente con la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI) y la Pontificia Universidad Católica Madre y Maestra (PUCMM) un ciclo de conferencias magistrales titulado “Derecho de autor y derechos conexos: perspectivas y retos”, nombre que también dio al Seminario Nacional de la OMPI sobre derecho de autor y derechos conexos que celebró en la ciudad de Santo Domingo para jueces y representantes del Ministerio Público.

Su rol como ente promotor del sistema de propiedad intelectual se vincula a organismos como la Oficina Nacional de la Propiedad Industrial (ONAPI), el Instituto Dominicano de las Telecomunicaciones (INDOTEL) y la Procuraduría General de la República, las cuales, como ella, forman parte de la Comisión Nacional para la Protección de los Derechos de la Propiedad Intelectual, instituida por decreto del Poder Ejecutivo en 2001.  Otras instituciones con las cuales desarrolla actividades en coordinación son la Escuela Nacional de la Judicatura y la Procuraduría Fiscal del Distrito Nacional.

C.
Participación de la Oficina en los programas de enseñanza de derecho de autor y derechos conexos existentes en instituciones de educación
En República Dominicana, sólo en el Recinto Santo Tomás de Aquino de la Pontificia Universidad Católica Madre y Maestra se imparte la materia de Propiedad Intelectual como parte de la carrera de Derecho.  La Oficina no tiene ninguna participación en su programa de enseñanza, aunque cabe resaltar que su Director fue profesor invitado en 2003 a un Diplomado en Propiedad Intelectual llevado a cabo por esta universidad conjuntamente con la Fundación Institucionalidad y Justicia, Inc. (FINJUS).

D.
Actividades en materia de observancia de derechos
El Departamento de Inspección y Operativos tiene a su cargo las actividades en materia de observancia de derechos.  Diariamente, sus integrantes realizan actuaciones a requerimiento de parte o por acción de oficio.  Estas actuaciones son de dos tipos:  inspecciones, hechas en lugares en los cuales se presume la violación a la Ley Nº 65-00, generalmente en forma aleatoria, y operativos, realizados a personas y lugares en los cuales existe certeza de la violación a la ley.

En esas labores, el personal de la ONDA se hace acompañar de miembros de la Policía Nacional, de un representante del Ministerio Público y de un técnico del Instituto Dominicano de las Telecomunicaciones (INDOTEL) para los casos en los cuales se realicen pesquisas en residencias o empresas dedicadas a servicios de radiodifusión, respectivamente.

En caso de tratarse de una acción a requerimiento de parte, la visita es realizada guardando la confidencialidad del denunciante y en cada caso se levanta un acta en doble original, en la cual se hace constar si se trató de una simple inspección o si hubo retención de material ilícito.  En ocasiones, la parte afectada con la medida solicita la apertura de un proceso de conciliación para dirimir con el denunciante el conflicto suscitado.  Este concluye con el levantamiento de un acta de acuerdo o no acuerdo.

En caso de que la acción hecha que constate en el acta constituya un delito, la Oficina procede a presentar la correspondiente denuncia penal ante la Procuraduría Fiscal correspondiente, quedando a cargo del Ministerio Público el seguimiento del asunto.  Si la recomendación de sometimiento judicial es hecha a partir de una denuncia de parte, esta generalmente se constituye en parte civil para el reclamo de daños y perjuicios.  La Oficina puede ser citada en calidad de informante en los procesos penales.

Los materiales retenidos son conservados en depósito por la Oficina y remitidos al Ministerio Público cuando estos son requeridos en ocasión de un proceso penal o entregados al perjudicado cuando así lo ordena una sentencia con la autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada.  Sólo en el caso de fonogramas reproducidos ilícitamente, la Oficina envía unos cuantos ejemplares conjuntamente con la denuncia para que puedan servir como elemento de convicción en juicios;  el resto es destruido en un acto público, previo levantamiento de un acta por notario público en la que se hace constar la cantidad de material inutilizado.

La siguiente tabla permite comparar la evolución de las actuaciones en materia de observancia desarrolladas por la Oficina en el pasado reciente:

2001



2002


2003

Inspecciones

467



220


110

Operativos


494



242


260

Equipos incautados
93



110


172

Denuncias penales
291



208


94

Material destruido
76,932 unidades

223,226 

404,901

V.
GESTIÓN COLECTIVA DEL DERECHO DE AUTOR Y 
LOS DERECHOS CONEXOS

A.
Identificación de sociedades de autores, de intérpretes-ejecutantes y productores de fonogramas.  Nombre de las sociedades, dirección postal, dirección electrónica.  Modo de operación administrativo financiero
La gestión colectiva en el país se encuentra en ciernes:  existen tres sociedades de administración conjunta de derechos y dos en formación.

Las sociedades constituidas lo han sido por rama o especialidad de los titulares de derechos reconocidos por la Ley Nº 65-00, a saber la Sociedad General de Autores, Compositores y Editores Dominicanos de Música, Inc. (SGACEDOM) (1996), la Sociedad Dominicana de Autores Plásticos, Inc. (SODOMAPLA) (2003) y la Sociedad Dominicana de 

Productores Fonográficos, Inc. (SODINPRO) (2003).  Las que se encuentran en formación son la Sociedad Dominicana de Organismos de Radiodifusión (SODORA) y la Sociedad Dominicana de Artistas Intérpretes (SODAI).

Siendo de reciente formación, la SODINPRO y la SODOMAPLA no han iniciado la gestión de los derechos para la cual fueron autorizadas.  Sólo la SGACEDOM ha manifestado en su modus operandi su sujeción a los preceptos que para la gestión colectiva aparecen contenidos en la Ley Nº 65-00 y el Reglamento Nº 362-01, a saber:

Disposiciones de la Ley Nº 65-00:

a) Adhesión voluntaria de sus asociados.

b) Amplio acceso de estos en condiciones de afiliación razonables.

c) Sistema de recaudación, distribución y fiscalización de los derechos transparente 
e igualitario.

d) Amplio acceso a informaciones concretas y detalladas sobre datos básicos de sus respectivas obras o repertorios por parte de titulares de derechos o de las sociedades extranjeras con las cuales mantienen relaciones de representación.

e) Mecanismo de elección que garantiza la renovación cada dos años de los integrantes de su consejo directivo.

f) Porcentaje de un 30% para gastos de administración, así como requerimientos especiales de experiencia y capacidad para la contratación de sus administradores o gerentes.

g) Existencia de tarifas relativas a las remuneraciones correspondientes a las licencias otorgadas para el uso de las obras, interpretaciones o producciones que conforman sus repertorios, previamente homologadas por la Oficina Nacional de Derecho de Autor.

h) Celebración de contratos con usuarios respecto de la utilización de sus repertorios.

Disposiciones del Reglamento Nº 362-01
a) Inscripción de su Acta Constitutiva y Estatutos en el Registro Nacional de Derecho de Autor, así como sus reglamentos de socios y otros que desarrollan los principios estatutarios, normas de recaudación y distribución, las tarifas fijadas y homologadas para el uso de su repertorio, los contratos celebrados con asociaciones de usuarios, los de representación que tiene con entidades extranjeras de la misma naturaleza, las actas de las asambleas y los documentos mediante los cuales designa los miembros de los organismos directivos y de fiscalización, sus administradores y apoderados.

b) Consignación de los balances anuales y los informes de auditoría, así como sus modificaciones, dentro de los treinta días siguientes a su elaboración.

c) Aceptación de la administración de los derechos que les han sido encomendados de acuerdo a su objeto y fines, y realización de la gestión con sujeción a sus estatutos y demás normas aplicables.

d) Reconocimiento a los asociados de un derecho de participación apropiado en las decisiones de la entidad.

e) No aceptación de miembros de otras organizaciones de gestión colectiva, del país o del extranjero, que administran la misma modalidad de explotación.

f) Fijación de las tarifas generales relativas a las remuneraciones correspondientes 
a las cesiones de derechos de explotación o a las licencias de uso que otorguen sobre el repertorio que administra.

g) Publicación de las tarifas a que se refiere el numeral anterior, por lo menos en un diario de amplia circulación nacional, una vez obtenida la homologación y con una anticipación no menor de treinta días previos a la fecha de su entrada en vigor.

h) Contratación de licencias no exclusivas para la utilización del repertorio administrado por la organización.

i) Recaudación de las remuneraciones relativas a los derechos administrados, mediante la aplicación de la tarifa previamente fijada, homologada y publicada.

j) Distribución, por lapsos no superiores a un año, de las remuneraciones recaudadas con base a sus normas de reparto, con la sola deducción del porcentaje necesario para cubrir los gastos administrativos, hasta el máximo permitido en las normas estatutarias o reglamentarias, y de una sustracción adicional, también hasta por el porcentaje permitido, destinada exclusivamente a actividades o servicios de carácter asistencial en beneficio de sus asociados.

k) Aplicación de sistemas de distribución que excluyen la arbitrariedad, bajo el principio de un reparto equitativo entre los titulares de los derechos, en forma proporcional a la utilización real de las obras.

l) Elaboración, dentro de los tres meses siguientes al cierre de cada ejercicio, del balance general y la memoria de actividades correspondientes al año anterior.

m)
Disposición, en provecho de los usuarios, en los soportes utilizados para sus actividades de gestión, de las tarifas aplicables y el repertorio de los derechos que administra, nacional y extranjero, a efectos de su consulta en las dependencias centrales de la sociedad.

Sociedades de gestión colectiva existentes a la fecha en República Dominicana

-
Sociedad General de Autores, Compositores y Editores Dominicanos de 
Música, Inc. (SGACEDOM)

Dirección postal:  Calle Dr. Báez Nº 9, Gazcue, Santo Domingo

Dirección electrónica:  sgacedom@hotmail.com

Teléfono:  (809) 333-7398/99

-
Sociedad Dominicana de Autores Plásticos, Inc. (SODOMAPLA)

Dirección postal:  Calle Presidente Vásquez Nº 11, Los Alcarrizos, municipio Santo Domingo Oeste, provincia de Santo Domingo.

Dirección electrónica:  No tiene

Teléfono:  (809) 545-3553

-
Sociedad Dominicana de Productores Fonográficos, Inc. (SODINPRO)

Dirección postal:  Calle Dr. Víctor Garrido Puello Nº 14, apartamento 301, 

ensanche Piantini, Santo Domingo.

Dirección electrónica:  No tiene

Teléfono:  541-2040

B.
Actividades que realiza la Oficina en materia de fiscalización de sociedades de 
gestión colectiva
De conformidad con el Reglamento Nº 362-01, la Oficina está facultada para:

a) requerir a las sociedades de gestión colectiva la modificación o corrección de sus reformas estatutarias o de sus reglamentos o normas internas que pudiesen haber originado la denegación de su incorporación por el Poder Ejecutivo, entorpecieran el régimen de fiscalización o constituyeran una violación a cualesquiera de las obligaciones impuesta por la ley o el reglamento;

b) imponer las siguientes sanciones:  i) Amonestación, que podrá ser privada o pública;  ii) Multa, de cinco a doscientos salarios mínimos;  y iii) Suspensión de las autoridades societarias en el ejercicio de sus funciones hasta por el lapso de un año, designándose en su lugar una junta administradora;

c) recomendar al Poder Ejecutivo la revocación de su incorporación cuando le sean impuestas una cualesquiera de las sanciones anteriores;

d) exigir cualquier tipo de información;

e) efectuar inspecciones o auditorías;  y

f) designar un representante que asista con derecho a voz pero sin voto a las reuniones de sus órganos directivos.

Hasta la fecha, la Oficina ha ejercido dos de estas acciones:  la realización de una auditoría a la Sociedad General de Autores, Compositores y Editores Dominicanos de 
Música, Inc. (SGACEDOM);  y la solicitud de modificación de sus estatutos a la Sociedad Dominicana de Autores Plásticos, Inc. y la Sociedad Dominicana de Productores Fonográficos, Inc., a los fines de emitir el dictamen previo al sometimiento de sus expedientes constitutivos al Poder Ejecutivo.

VI.
JURISPRUDENCIA

A.
Sistema o mecanismo de clasificación y consulta de jurisprudencia en materia de derechos de autor

La Oficina no cuenta con ningún sistema o mecanismo en ese orden.

B.
Reseña de las principales decisiones (que han establecido jurisprudencia) durante los últimos dos años en materia de derechos de autor y derechos conexos
En este compendio se incluyen solamente las decisiones y resoluciones dictadas por la Oficina Nacional de Derecho de Autor y una dictada por la Secretaría de Estado de Cultura, en ocasión de un recurso jerárquico en contra de una decisión de la ONDA.  La Suprema Corte de Justicia, cuyas decisiones otorgan unidad a la jurisprudencia nacional, no se ha pronunciado hasta la fecha en materia de derecho de autor y derechos conexos.

Oficina Nacional de Derecho de Autor.- Función.- Oportunidad de la facultad de imponer una sanción.-

Considerando:  Que como organismo especializado del Estado, responsable de cautelar y proteger administrativamente el derecho de autor y derechos afines, la Oficina Nacional de Derecho de Autor (ONDA) debe tomar todas las medidas que considere pertinentes a los fines, no sólo de evitar la violación a la ley, sino también de incentivar a que los usuarios que tradicionalmente realizan actos violatorios a la misma, cesen dicha práctica y ejerzan sus actividades respetando los derechos de los autores y titulares de derecho de autor y conexos.

Considerando:  Que aun en los casos en que la infracción no constituya una falta grave o el provecho ilícito no sea directo ni de grandes magnitudes o la actividad ilícita se haya desarrollado por escaso tiempo, es obligatoria la imposición de una sanción por las violaciones cometidas.
(Resolución No.15-02, 13 noviembre 2002).

Oficina Nacional de Derecho de Autor.- Objeto de la destrucción de material ilícito.-

Considerando:  Que la destrucción de material ilícito responde al deber que tiene la Oficina Nacional de Derecho de Autor de formar, educar y concienciar a la sociedad sobre la necesidad de respetar la Ley No.65-00, ofreciendo no sólo un ejemplo de una actitud inquebrantable ante las acciones violatorias a la ley, sino también la  oportunidad de dar a conocer el destino final del material incautado, retenido o decomisado, lo que constituye una demostración pública de la labor que realiza en defensa de la creatividad intelectual, del arte, de la cultura y de las actividades comerciales que de ellas se derivan.

(Resolución No.16-02, 14 noviembre 2002).

Oficina Nacional de Derecho de Autor.- Proceso de conciliación.- No es necesario 
el ministerio de abogado.- Gratuidad.- Resultados.- Papel de la Oficina Nacional de Derecho de Autor en la conciliación.-

Considerando:  Que de conformidad con lo prescrito por el artículo 168 de la 
Ley 65-00, el titular del derecho de autor o de un derecho afín, tiene la facultad de decidir por cuales de los procedimientos que la ley pone a su disposición, iniciará 
y llevará su reclamación; a saber, por la vía represiva, por la vía civil o por la 
vía administrativa.

Considerando:  Que acudiendo por la vía administrativa, el titular de los derechos puede solicitar la celebración de un proceso de conciliación, que puede incluso ser ordenado de oficio, o, en caso de que ambas partes en conflicto así lo solicitaren, un procedimiento de arbitraje.

Considerando:  Que esta facultad, otorgada a la ONDA por el artículo 187 numeral 3) de la ley y el artículo 107 numeral 4) del reglamento de aplicación, de intervenir en los conflictos que se susciten por el goce o ejercicio del derecho de autor o derechos conexos, ya fuere a petición de parte, o de oficio ofrece a las partes en conflicto la posibilidad de dirimir sus controversias de manera rápida, sin necesidad del ministerio de abogados, y sin incurrir en gastos. Tres resultados pueden derivarse de la celebración de un proceso de conciliación o mediación: que una de las partes no acuda a la fecha fijada para la celebración del proceso, consecuencia de lo cual se levantará acta de no comparecencia; que las partes lleguen a un acuerdo, lo que será consignado en un acta de acuerdo en conciliación que deberá ser firmado y respetado por ambas partes; y que no lleguen a un acuerdo ante el conciliador, en cuyo caso se levantará acta de no acuerdo.

Considerando:  Que la autoridad administrativa o la persona que intervenga como conciliador deberá desplegar sus mejores esfuerzos para que las partes lleguen a una solución amigable, evitando así que el reclamante tenga que acudir a la vía judicial para dirimir sus conflictos, bajo el entendido que, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 168 de la Ley 65-00, el derecho de opción de una vía podrá ser admitido como excepción o dilación procedimental para la continuación del proceso iniciado.

(Decisión 12-02, 5 julio 2002).

Oficina Nacional de Derecho de Autor.- Proceso de conciliación.- Ausencia de una de las partes no suspende el procedimiento.- El defecto implica, hasta prueba en contrario, el no acuerdo con el proceso.-

Considerando: Que la ausencia de una de las partes en un proceso de conciliación no suspende el procedimiento, por lo que procede pronunciar el defecto en contra de la parte ausente.

Considerando:  Que se presume, hasta prueba en contrario, que el defecto en que ha incurrido Ray Muebles, C. por A., manifiesta su no acuerdo con el presente proceso.

(Decisión No.40-02, de fecha 20 diciembre 2002).

Oficina Nacional de Derecho de Autor.- Necesidad de verificación previa de su competencia.- Alcance del término “interesado” del Art.62 del Reglamento No.362-01.- Casos de impugnación de un registro.-  Incompetencia para decidir sobre la impugnación de un registro por falta de originalidad de la obra registrada.-

Considerando: Que así como todo tribunal está en el deber de examinar, como cuestión previa, su propia competencia a fin de determinar si retiene el asunto (Cas.13 de diciembre de 2000, B.J.1081, p.5-6 y 14-15), para dar respuesta al petitorio de La Tabacalera, C. por A., esta Oficina debe revisar de oficio y de manera previa su competencia para conocer y decidir el caso que nos ocupa.

Considerando: Que de conformidad con los artículos 187, numeral uno de la Ley No.65-00 y 107, numeral dos del Reglamento No.362-01, la organización y administración del Registro Nacional del Derecho de Autor son atribuciones de esta Oficina; que los artículos 154 de la Ley No.65-00 y 57 del Reglamento No.362-01 establecen lo siguiente: a) que el registro solamente establecerá la presunción de ser ciertos los hechos y actos que en él consten, salvo prueba en contrario; y b) que toda inscripción deja a salvo los derechos de terceros; que el artículo 62 del Reglamento No. 362-01 dispone lo siguiente:  “Las cancelaciones, adiciones o modificaciones de las inscripciones efectuadas en el Registro Nacional de Derecho de Autor, sólo procederán a solicitud del interesado, quien deberá aportar las pruebas que sustenten su petición, o por orden judicial que las dispongan” ; que válidamente puede entenderse que el término “interesado”  utilizado en este artículo se asimila al término “parte interesada”,  definido por la Suprema Corte de Justicia de la manera siguiente: “debe entenderse por parte interesada aquella que figure como tal en una instancia, contestación o controversia de carácter administrativo o judicial, o contra la cual se realice un acto por uno de los poderes públicos, basado en una disposición legal, pretendidamente institucional, o que justifique un interés legítimo, directo y actual, jurídicamente protegido, o que actúe como denunciante de la inconstitucionalidad de la ley, decreto, resolución o acto, para lo cual se requerirá que la denuncia sea grave y seria” (Cas.6 de agosto de 1998, B.J.1053, p.4-7); que la Suprema Corte de Justicia ha establecido que el texto de una disposición legal no puede interpretarse de manera aislada, sino que es preciso examinarlo en el contexto general de la ley o del código donde esté inserto (Cas.25 de febrero de 1999, B.J.1059, p.342); que del examen de los textos antes citados en el contexto de la ley y el reglamento en que se encuentran insertos se entiende que una persona diferente a aquella en cuyo favor fue expedido un certificado de registro respecto de los bienes indicados en los artículos 150 de la Ley No.65-00 y 59 del Reglamento No.362-01, de conformidad con la regla actori incumbit probatio, puede establecer la prueba contraria a los hechos y actos que constan en un registro y requerir, consecuentemente, su cancelación, adición o modificación ya sea a esta Oficina o a un tribunal; que así las cosas, no puede considerarse que el término interesado se refiera exclusivamente al titular de la obra o bien registrado, pues sería incongruente que éste requiriera la cancelación del registro realizado en su favor; que como consecuencia de todo lo anterior es válido entender que una persona con un interés legítimo, directo, actual y jurídicamente protegido puede, tanto por ante esta Oficina como por ante un tribunal impugnar un registro;

Considerando:  Que la impugnación de un registro por una persona con un interés legítimo, directo, actual y jurídicamente protegido, tanto por ante esta Oficina como por ante un tribunal es contemplada en el Art.155 de la Ley No.65-00, cuyo texto reza como sigue: “Cuando dos o más personas soliciten la inscripción de una misma obra, interpretación o ejecución, producción o emisión, se inscribirá en los términos de la primera solicitud, sin perjuicio del derecho de impugnación del registro. Si surge controversia, los efectos de la inscripción quedarán suspendidos en tanto la Unidad de Derecho de Autor decida a quién le corresponde el registro. La decisión de dicha Unidad no tendrá influencia sobre el juez apoderado del litigio entre los solicitantes, no podrá suspender el curso del proceso mientras la Unidad resuelve sobre dicha impugnación. Salvo pacto en contrario, cada uno de los coautores de una obra podrá solicitar la inscripción de la obra completa a nombre de todos”; que de dicho texto se desprende lo siguiente: a) que la atribución conferida a esta Oficina por ese artículo se encuentra comprendida entre aquellas no señaladas de manera expresa por los artículos 187 de la Ley No.65-00 y 107 del Reglamento No.362-01, a que hacen referencia sus numerales 8 y 15, respectivamente, cuando disponen que también serán facultades de esta Oficina las demás que establezcan la ley y el reglamento, por lo que no puede considerarse que la mención que hacen los indicados artículos sea limitativa; b) que uno de los casos en los que un registro puede ser impugnado es aquel en que se trate del registro de una obra, interpretación o ejecución, producción o emisión solicitado dos o más personas, no considerando otros de manera expresa, lo que no quiere decir que no puedan considerarse otros; c) que el interesado que somete la impugnación deberá aportar las pruebas que sustenten su petición, de conformidad con el Art.62 del Reglamento No.362-01; d) que la decisión que dicte esta Oficina no se impone ni liga al juez apoderado; y e) que éste podrá no sobreseer el asunto y decidir en consecuencia;

Considerando:  Que el Art.58 del Reglamento No.362-01 señala textualmente: “el registro dará fe acerca de la identidad de la persona que se presenta como autor, intérprete o ejecutante, productor, emisor o divulgador, según corresponda, así como de la existencia del ejemplar o ejemplares acompañados para el depósito, pero no dará fe acerca del carácter literario, artístico o científico ni el valor estético de lo presentado como obra, ni prejuzgará sobre su originalidad”; que de estar permitido, el prejuzgamiento sobre la originalidad de una obra cuyo registro se solicita implicaría someter a exámenes de forma y fondo la obra de que se trate y publicar las solicitudes de registro sometidas por ante el Registro Nacional de Derecho de Autor con la finalidad de que todo interesado presentase las observaciones de lugar respecto del registro solicitado, del mismo modo en que lo prevé la Ley No.20-00 sobre Propiedad Industrial, del ocho (8) de mayo de dos mil (2000), para las invenciones, modelos de utilidad, diseños industriales, marcas, nombres comerciales, emblemas, lemas comerciales y denominaciones de origen; que, en ese sentido, no prejuzgando esta Oficina sobre la originalidad de una obra al momento de su registro, mal podría hacerlo a posteriori, o sea, acoger una solicitud de cancelación de un registro sustentada en la falta de originalidad de la obra acerca de la cual dio fe que fue registrada por una persona en particular;

Considerando:  Que de lo anterior resulta que, pese a que esta Oficina resulta competente para decidir sobre la impugnación de un registro de conformidad con lo anteriormente expuesto, para decidir respecto de la cancelación del certificado de registro de una obra desprovista de originalidad deviene, por vía de excepción, en incompetente; que siendo incompetente, esta Oficina no puede avocarse al conocimiento y ponderación de los alegatos presentados por La Tabacalera, C. por A., como sustento de su instancia;

(Decisión No.3-03, 14 enero 2003).

Oficina Nacional de Derecho de Autor.- Proceso de conciliación.- Inadmisibilidad de apertura de proceso de conciliación para la defensa de derechos morales por una sociedad de gestión colectiva.-

Considerando:  Que el derecho de autor, tanto en lo atinente a su contenido moral como patrimonial, es regulado por la Ley No.65-00, del 21 de agosto del 2000; que en lo que respecta a su contenido moral, el Art.17 de la indicada ley y el Capítulo II del Título IV del Reglamento No.362-01, del 14 de marzo de 2001, establecen que el autor tiene los derechos de paternidad, integridad, retracto o retiro y de divulgación y al inédito respecto de su creación intelectual, consignando que los mismos tienen carácter perpetuo, inalienable, imprescriptible e irrenunciable; que a diferencia del contenido patrimonial, que puede ser cedido mediante el uso de una o todas las formas de explotación reservadas al autor por la ley, el contenido moral no es cesible a la luz de los valores que lo informan;

Considerando:  Que el artículo 162, párrafo I, de la Ley No.65-00, del 21 de agosto del 2000, sobre Derecho de Autor, expresa que las sociedades de gestión colectiva “tendrán como finalidad esencial, la defensa de los derechos patrimoniales de sus asociados o representados y los de los asociados o representados por las entidades extranjeras de la misma naturaleza con las cuales mantengan contratos de representación para el territorio nacional.”

Considerando:  Que de conformidad con el Art.162, párrafo II, de la ley citada, para que las sociedades de gestión colectiva puedan entrar en funcionamiento deben ser autorizadas por decreto del Poder Ejecutivo; que mediante decreto No.166-96, de fecha 20 de mayo de 1996 el Poder Ejecutivo concedió la incorporación a la Sociedad General de Autores, Compositores y Editores Dominicanos de Música, Inc. (SGACEDOM), autorizándola a entrar en funcionamiento como sociedad de gestión colectiva; que el referido decreto fue registrado en fecha 4 de junio de 1996 en el Registro Nacional de Derecho de Autor bajo el No.001, folio 1; que en fecha 1 de marzo de 2002 fueron registrados en el Registro Nacional de Derecho de Autor, bajo el No.00004, folio 1, los estatutos adendums de la indicada sociedad; que con el registro de ambas piezas, la  Sociedad General de Autores, Compositores y Editores Dominicanos de Música, Inc. (SGACEDOM) dio cumplimiento al Art. 150 de la ley antes mencionada, que determina que los documentos constitutivos de la sociedad de gestión colectiva, y sus modificaciones, deben ser objeto de registro en el Registro Nacional de Derecho de Autor; que  el artículo 163 del citado texto legal dispone que “las sociedades de gestión colectiva debidamente autorizadas, podrán ejercer los derechos confiados a su administración y hacerlos valer en toda clase de procedimientos administrativos y judiciales, sin presentar más título que el decreto de autorización y los estatutos y presumiéndose, salvo prueba en contrario, que los derechos ejercidos les han sido encomendados, directa o indirectamente, por sus respectivos titulares”; que de conformidad con el artículo antes señalado, la Sociedad General de Autores, Compositores y Editores Dominicanos de Música, Inc. (SGACEDOM) puede ejercer los derechos confiados a su administración y hacerlos valer por ante esta Oficina o un tribunal del orden jurisdiccional, bajo la presunción, salvo prueba en contrario, de que los mismos les han sido encomendados, directa o indirectamente, por sus respectivos titulares; que, sin embargo, la Sociedad General de Autores, Compositores y Editores Dominicanos de Música, Inc. (SGACEDOM) sólo puede ejercer y hacer valer por ante esta Oficina o un tribunal del orden jurisdiccional el contenido patrimonial de los derechos confiados a su administración y no el contenido moral de los mismos, toda vez que la Ley No.65-00 no le confiere calidad para ello;

Considerando:  Que los Art.187 de la Ley No.65-00, del 21 de agosto del 2000, sobre Derecho de Autor y 107 de su Reglamento de Aplicación No.362-01, del 14 de marzo del 2001, prevén que la Oficina Nacional de Derecho de Autor, puede intervenir por vía de conciliación, cuando así se lo soliciten las partes, en los conflictos que se presenten con motivo del goce o el ejercicio de los derechos reconocidos en dicha ley; que, sin embargo, esta Oficina no puede iniciar un proceso de conciliación en mérito de los artículos citados desconociendo el carácter de interés público y social de las disposiciones de la Ley No.65-00, del 21 de agosto de 2000, sobre Derecho de Autor, indicado en el Art.1 de la misma; que así como en derecho común los medios de inadmisión deben ser invocados de oficio cuando tienen un carácter de orden público, procede declarar la inadmisibilidad de la solicitud  de la Sociedad General de Autores, Compositores y Editores Dominicanos de Música, Inc. (SGACEDOM), por los motivos antes señalados;

(Decisión No.4-03, 24 enero 2003).

Oficina Nacional de Derecho de Autor.- Designación de un inspector.- Carácter del informe técnico referido en el artículo 107, numeral 7 del Reglamento No.362-01.-

Considerando: Que el artículo 187 numeral 7) de la Ley No.65-00 del 21 de agosto de 2000, faculta a la Oficina Nacional de Derecho de Autor a “dictar y practicar inspecciones, medidas preventivas o cautelares, inclusive para la recolección de pruebas, pudiendo actuar por reclamación expresa y fundada del titular del derecho, sus representantes o causahabientes debidamente autorizados, o la sociedad de gestión colectiva correspondiente, e inclusive de oficio”; que el artículo 107 numeral 9) del Reglamento No.362-01, del 14 de marzo de 2001 para la aplicación de la Ley 
No.65-00, reproduce el indicado artículo 187, al facultar a esta Oficina a “dictar y practicar inspecciones, medidas preventivas o cautelares, inclusive para la recolección de pruebas, pudiendo actuar por reclamación expresa del titular del derecho, sus representantes o causahabientes debidamente autorizados, o la sociedad de gestión colectiva correspondiente, e inclusive de oficio”; que el Art.188 numeral 2) literal a) de la indicada ley da competencia a esta Oficina para que a través de sus funcionarios, “proceda a cualquier examen, comprobación o investigación que considere necesarias para tener la convicción de que se observan las disposiciones legales vigentes en la materia”, en particular, “ordenar la suspensión inmediata de la actividad ilícita”; que esta Oficina, de acuerdo con el Art.189 de la Ley No.65-00, “comprobará las violaciones a la presente ley por medio de actas que se redactarán en el lugar donde aquellas sean cometidas. Los hechos y datos allí recogidos se tendrán por ciertos, hasta inscripción en falsedad. Estos documentos deberán contener las menciones obligatorias de las actas de inspecciones judiciales”; que conforme el Art.107, numeral 7 del Reglamento No.362-01, esta Oficina se encuentra facultada para “emitir informe técnico no vinculante en los procesos civiles y penales que se ventilen sobre el goce o ejercicio del derecho de autor o los derechos afines cuando así sea requerido por el Juez de oficio o a petición de parte”; que el Art.111 del Reglamento No.362-01 dispone que “sin perjuicio de las disposiciones contenidas en los artículos 188 y 189 de la Ley y de las acciones civiles o las sanciones penales aplicables, la Oficina Nacional de Derecho de Autor queda facultada para ordenar en sede administrativa, de oficio o a solicitud de uno cualquiera de los titulares de derechos reconocidos en la ley o sus representantes, el cese inmediato de la actividad ilícita del infractor.  Con este fin, la Oficina Nacional de Derecho de Autor, como autoridad administrativa, tendrá la facultad para ordenar medidas preventivas o cautelares rápidas y eficaces para: 1. Evitar una infracción de cualquiera de los derechos reconocidos en la Ley y, en particular impedir la introducción de los circuitos comerciales de mercancías presuntamente infractoras, incluyendo medidas para evitar la entrada de mercancías importadas; 2. Conservar todas las pruebas pertinentes y relacionadas con la presunta infracción”; que de acuerdo al Art.112 del Reglamento No.362-01, las medidas preventivas o cautelares a que se refiere el Art.111 son, entre otras: a) la suspensión o cese inmediato de la actividad ilícita; y b) La incautación o decomiso y retiro, sin aviso previo, de los ejemplares producidos o utilizados indebidamente  del material o equipos empleados para la actividad infractora, así como de las pruebas documentales pertinentes; que el Art.113 del Reglamento No.362-01, consagra que “la Oficina Nacional de Derecho de Autor tendrá la facultad para ordenar medidas preventivas o cautelares en virtud del pedido de una sola parte, sin necesidad de notificar previamente a la otra, en especial cuando haya posibilidad de que cualquier retraso cause un daño irreparable al titular del derecho, o cuando haya un riesgo inminente de que se destruyan las pruebas”.

Considerando:  Que de la lectura de los artículos transcritos se colige que (1) la designación de un inspector no está sujeta a poner en previo conocimiento de ello a la parte que resultase eventualmente afectada con una inspección o medida preventiva o cautelar, toda vez que ello iría en contra del propio sentido de tales medidas, que es el de impedir un daño irreparable al titular del derecho o el riesgo inminente de la destrucción de las pruebas; (2) que la forma y el procedimiento del informe de peritos o juicio pericial establecido en el Art.302 y siguientes del Código de Procedimiento Civil no es conforme al informe técnico que esta Oficina se encuentra facultada a emitir en virtud del Art.107, numeral 7 del Reglamento No.362-01, por lo que no se encuentra obligada a observar aquel; (3) que los inspectores de esta Oficina se encuentran facultados para levantar per se los actos de su ministerio, por lo que no se contempla la delegación de sus funciones en ningún auxiliar de la justicia; (4) que la Ley No.65-00 otorga fe pública, hasta inscripción en falsedad, a los actos levantados por los inspectores de esta Oficina; y (5) que la disposición contenida en el Art.111 del Reglamento No.362-01 no vulnera el derecho de defensa consagrado en el Art.8, numeral 2, literal j) de la Constitución, en vista de que la opción concedida a esta Oficina de ordenar una medida cautelar sin necesidad de notificación previa a la parte que resultaría afectada con su dictamen, es a condición de que haya posibilidad de que cualquier retraso cause un daño irreparable al titular del derecho o cuando haya un riesgo inminente de que se destruyan las pruebas; que el informe de fecha trece (13) de diciembre de dos mil dos (2002), rendido por el inspector señor Richard Portorreal y levantado en presencia de las partes como se comprueba por su transcripción en otra parte de la presente decisión,  permite establecer la flagrancia de la violación de la Ley No.65-00, la que fue confirmada mediante las actas de inspección Nos. OA-01-03 y OA-03-03, de fecha catorce (14) de enero del año dos mil tres (2003), de todo lo cual se imponía impedir un daño irreparable al titular del derecho; que ello resulta del principio de la urgencia de derecho común, contenido en los artículos 48, 54 y 558 del Código de Procedimiento Civil, de acuerdo con el cual y si el cobro de un crédito parece estar en peligro, el juez de primera instancia podrá autorizar a un acreedor embargar conservatoria y retentivamente los bienes muebles de su deudor y a inscribir hipotecas judiciales provisionales sobre sus bienes inmuebles, sin necesidad de citar a este último, lo que no implica una violación al principio aludido.

(Decisión No.11-03, 20 febrero 2003).

Oficina Nacional de Derecho de Autor.- No puede condenar en daños y perjuicios.

Considerando:  Que las condenaciones en daños y perjuicios y en pago de costas de procedimiento no se corresponden con el carácter de órgano administrativo de 
esta Oficina.

(Decisión No.36-03, 21 mayo 2003).

Oficina Nacional de Derecho de Autor.- Proceso de conciliación.- Terminación excepcional.-

Considerando: Que es de principio que la conciliación termina, excepcionalmente, por declaración escrita de una de las partes de que se desiste del proceso.

(Decisión No.38-03, 26 mayo 2003).

Oficina Nacional de Derecho de Autor.- Proceso de conciliación.- Uso del derecho común.- Fundamentación de la decisión en base a jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia.- Acumulación de un recurso de reconsideración con decisión final.-

Considerando:  Que debe entenderse que, en esta materia, la falta de disposiciones especiales es suplida por el derecho común.

Considerando:  Que las sentencias rendidas por la Suprema Corte de Justicia tienen autoridad jurídica por cuanto resultan precedentes respecto de la solución adoptada sobre un punto de derecho determinado; que en ese sentido conviene servirse de la jurisprudencia conformada por nuestro más alto tribunal para fundamentar la 
presente decisión.

Considerando:  Que como cuestión previa, esta Oficina debe decidir el recurso de reconsideración presentado por la señora Mildred Rojas de Valerio, por intermedio del Lic. Luis María Ruiz Pou, mediante instancia de fecha veintiocho (28) de marzo de dos mil tres (2003) en contra de la decisión No.21-03 del veintiuno (21) de marzo de dos mil tres (2003); que procede acumular la decisión a intervenir respecto del indicado recurso con la que será dictada para la solución del presente proceso, aunque por disposiciones distintas.
(Decisión No.39-03, 29 mayo 2003).

Oficina Nacional de Derecho de Autor.- Presunciones excluyentes. Artículos 12 y 73 de la Ley No.65-00.

Considerando:  Que en lo que se refiere al programa de computadora, el Art.73 de la Ley No.65-00 hace presumir que su productor, en tanto persona natural o jurídica que toma la iniciativa y la responsabilidad de su realización, es cesionario, salvo prueba en contrario, de los derechos patrimoniales sobre el mismo, cedidos en forma ilimitada y por toda su duración por su autor, incluyendo la facultad de realizar o autorizar adaptaciones o versiones del mismo.

Considerando:  Que esta presunción iuris tantum excluye, por argumento a contrario, la presunción iuris tantum establecida en el Art.12, párrafo, de la Ley No.65-00, que estatuye que, a falta de estipulación contractual expresa, los derechos patrimoniales sobre la obra creada bajo relación laboral corresponden a los autores.

(Decisión No.47-03, 21 julio 2003).

Oficina Nacional de Derecho de Autor.- Sanciones a una sociedad de gestión colectiva.- Cuándo es competente.-

Considerando:  Que de conformidad con los artículos 187, numeral 2 de la Ley 
No.65-00, del 21 de agosto de 2000, y 107, numeral 3, del Reglamento No.362-01, del 14 de marzo de 2001, la Oficina Nacional de Derecho de Autor tiene como atribución el ejercer la función de autorización, inspección y vigilancia de las sociedades de gestión colectiva.

Considerando:  Que de conformidad con el Art.167 de la Ley No.65-00, del 21 de agosto de 2000, como derivación de su atribución de vigilancia, la Oficina Nacional de Derecho de Autor puede sancionar a las sociedades de gestión colectiva, en la forma que determine el reglamento y de acuerdo a la gravedad de la falta, cuando estas incurran en hechos que afecten los intereses de sus asociados o representados, sin perjuicio de las sanciones penales o las acciones civiles que corresponda aplicar a sus directivos, gerentes o administradores.

Considerando:  Que de lo anterior resulta que pese a que esta Oficina resulta competente para sancionar a una sociedad de gestión colectiva por la comisión de falta, ello es a condición de que tales faltas constituyan hechos que afecten los intereses de sus asociados o representados; que para decidir respecto de la imposición de sanciones por la comisión de faltas que no constituyan hechos que afecten los intereses de sus asociados o representados, deviene, por argumento a contrario y vía de excepción, en incompetente.

(Decisión No.53-03, 22 diciembre 2003).

Oficina Nacional de Derecho de Autor.- Homologación de tarifa de sociedad de gestión colectiva.- Sentido del Art.133 de la Ley No.65-00.

Considerando:  Que en su primer medio, la Sociedad General de Autores, Compositores y Editores Dominicanos de Música, Inc. (SGACEDOM) alega que el Reglamento de Tarifas de la Sociedad Dominicana de Productores Fonográficos, Inc. (SODINPRO) es violatorio del Art.133 de la Ley No.65-00, pues los valores que se pretenden cobrar a los usuarios de obras musicales, exceden considerablemente a los que están vigentes para cobrar derecho de autor los titulares de obras, lo que va en menoscabo de los mismos; que el Art.133 de la Ley No.65-00, del 21 de agosto de 2000, sobre Derecho de Autor, establece lo siguiente: “Art.133.- La protección ofrecida por las disposiciones de este título a los titulares de derechos afines o conexos, no afectará en modo alguno la protección del derecho de autor sobre las obras literarias, científicas y artísticas consagradas por la presente ley. En consecuencia, ninguna de las disposiciones contenidas en él podrá interpretarse en menoscabo de esa protección. En caso de duda, se decidirá lo que más favorezca al autor”.

Considerando:  Que el Art.133 de la Ley No.65-00, del 21 de agosto de 2000, sobre Derecho de Autor, reproduce los términos del Artículo Primero de la Convención sobre la protección de los artistas intérpretes o ejecutantes, los productores de fonogramas y los organismos de radiodifusión de 1961 (Convención de Roma), acogida por nuestro país conforme Resolución No.654 de 1977 y cuyo texto es como sigue: “La protección prevista en la presente Convención dejará intacta y no afectará en modo alguno a la protección del derecho de autor sobre las obras literarias y artísticas. Por lo tanto, ninguna de las disposiciones de la presente Convención podrá interpretarse en menoscabo de esa protección”.

Considerando:  Que en la Guía de la Convención de Roma (OMPI, p.20), al comentar
 el texto antes transcrito, se señala lo siguiente:  “Este artículo se limita a estipular la salvaguardia del derecho de autor. No proclama la supremacía de este último, declarando expresamente que la protección de los derechos conexos no debe ser superior ni por su contenido ni por su amplitud a la dispensada por derecho de autor. Por otro lado, el tenor mismo de algunas disposiciones de la convención demuestra que los derechos conexos no son necesariamente de categoría inferior a la de los derechos de los autores.”

Considerando:  Que el texto del Artículo Primero de la Convención de Roma es reproducido en el Art.1.2 del Tratado de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI) sobre interpretación o ejecución y fonogramas (TOIEF) de 1996, adoptado por nuestro país conforme Resolución No.150-03 de fecha 12 de agosto de 2003, y cuyo texto es como sigue: “La protección concedida en virtud del presente Tratado dejará intacta y no afectará en modo alguno a la protección del derecho de autor sobre las obras literarias y artísticas. Por lo tanto, ninguna de las disposiciones del presente Tratado podrá interpretarse en menoscabo de esa protección”.

Considerando:  Que al glosar el Art.1.2 del TOIEF, en la declaración concertada del mismo se expresa lo siguiente: “Queda entendido que el Artículo 1.2) aclara la relación entre los derechos sobre los fonogramas en virtud del presente Tratado y el derecho de autor sobre obras incorporadas en fonogramas. Cuando fuera necesaria la autorización del autor de una obra incorporada en el fonograma y un artista intérprete o ejecutante o productor propietario de los derechos sobre el fonograma, no dejará de existir la necesidad de la autorización del autor debido a que también es necesaria la autorización del artista intérprete o ejecutante del productor, y viceversa”.

Considerando:  Que como se reconoce en el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio (ADPIC), ratificado por nuestro país mediante Resolución No.2-95 del 20 de enero de 1995, los derechos de propiedad intelectual son derechos privados.

Considerando:  Que tanto la Convención de Roma como el TOIEF y el ADPIC son normas de derecho interno, a la luz del Art.3 de la Constitución de la República.

Considerando:  Que como se refiere en la Guía de la Convención de Roma (op. cit., p.19), el texto del Artículo Primero de la indicada Convención hace del mismo una cláusula de salvaguarda; que cabe decir lo mismo de la primera parte del Art.133 de la Ley No.65-00, por ser este una reproducción de dicho Artículo Primero.

Considerando:  Que para poder afirmar que las tarifas fijadas por SODINPRO infringen la cláusula de salvaguarda del Art.133, SGACEDOM ha tenido que probar y no lo ha hecho: a) Que SODINPRO incluye como parte de la remuneración fijada en su tarifa el pago correspondiente a los autores, en cuyo caso sí podría afirmarse que la misma menoscaba el derecho de estos últimos, administrados por SGACEDOM;  
b) Que SODINPRO señala en su Reglamento de Tarifas que el mismo incluye también el derecho de comunicación pública de las obras contenidas en los fonogramas, lo cual sería ilegal si no estuviese autorizada para esa gestión; c) Que SODINPRO anuncia en su Reglamento de Tarifas que con su cancelación los usuarios quedan exentos de pagar las remuneraciones administradas por SGACEDOM; y d) Que en los términos de la declaración concertada al artículo 1.2 del TOIEF, SODINPRO señalara en su Reglamento de Tarifas que con ellas no se hace necesaria la autorización de los autores de las obras contenidas en los fonogramas.

Considerando:  Que como lo aclara la Guía de la Convención de Roma, la cláusula de salvaguarda lo que quiere decir es que los derechos conexos o su extensión no pueden ser más amplios que los de los autores, mandato convencional dirigido a los legisladores nacionales para que no incluyan a favor de artistas, productores o radiodifusores derechos que no ostentan los autores, lo que no ocurre en la legislación dominicana; que por el contrario, la Ley No.65-00 consagra a favor de artistas o productores un derecho de remuneración por la comunicación pública de los fonogramas (salvo en el caso de puesta a disposición a través de transmisiones interactivas), mientras que los autores gozan de un derecho exclusivo de autorizar o prohibir la comunicación pública de sus obras, es decir, que el contenido de los derechos atribuidos a artistas y productores es en ese caso inferior a los reconocidos a los autores; que si una legislación reconoce “derechos iguales” (como aquellas que atribuyen a los productores un derecho exclusivo de autorizar o prohibir la comunicación al público de sus fonogramas), como ocurre en varios textos nacionales, tampoco se infringe la cláusula de salvaguarda, porque ésta lo que obliga es a que no haya una protección legal “superior”, pero no impide que sea equivalente.

Considerando:  Que no sería coherente con la «cláusula de salvaguardia» que, por ejemplo, la utilización de una obra por determinado medio o procedimiento fuese lícita sin el consentimiento del titular ni pago de remuneración (por ubicarse entre los casos de excepción al derecho exclusivo de explotación del autor), mientras que en las mismas circunstancias, el uso de una interpretación o ejecución artística, de una producción fonográfica o de una emisión de radiodifusión, estuviera sujeta al consentimiento previo del titular del respectivo derecho y sometida, además, a una contraprestación económica; que eso no ocurre en el caso que nos ocupa, pues la cláusula de salvaguarda va dirigida a los legisladores y ninguna relación tiene con el monto de las tarifas; que de lo contrario, se castigaría sin razón a una eficaz gestión colectiva de los derechos conexos, en favor de una gestión deficiente de los derechos de los autores, si aquélla debiera necesariamente seguir la suerte de las tarifas fijadas por la sociedad de gestión colectiva de los autores, si ésta a su vez mantiene tarifas mínimas o, incluso, hasta ridículas; que la misma cláusula de salvaguarda de la Convención de Roma también aparece en el TOIEF, de modo que no puede ofrecer una interpretación distinta.

Considerando:  Que la segunda parte del Art.133 de la Ley No.65-00 desarrolla el principio “in dubio pro auctoris”, el cual aparece expresado en los siguientes términos: “En caso de duda, se decidirá lo que más favorezca al autor”; que esa norma se entiende en el sentido de que, si en un conflicto entre el titular del derecho de autor y el de un derecho conexo (o entre el derecho del autor y cualquiera otro previsto en la ley), existieren dudas interpretativas, éstas deben resolverse en beneficio del titular del primero; que, en consecuencia, para la aplicación del “in dubio pro auctoris” tiene que haber dudas interpretativas, lo que no ocurre en el caso de la especie, ya que los derechos de cada uno de los titulares envueltos están suficientemente claros en la Ley No.65-00 y la facultad de homologar las tarifas puesta a cargo de esta Oficina tampoco deja ninguna duda.

Considerando:  Que como se desprende de la lectura del Artículo Primero tanto de la Convención de Roma como del TOIEF y sus correspondientes glosas, la imposibilidad de menoscabar la protección conferida a los autores de obras musicales por el hecho de que se otorgue protección a los productores de fonogramas, se entiende en el sentido de que siempre será necesario contar con la autorización de ambos para la comunicación pública de obras musicales incorporadas en fonogramas; que partiendo de lo anterior, es preciso concluir que no existe preeminencia económica de los derechos de los autores de obras musicales sobre los derechos de los productores de fonogramas; que a la luz de 


este razonamiento y por todo lo anterior, no es dable considerar que el Reglamento de Tarifas sometido por la Sociedad Dominicana de Productores Fonográficos, Inc. (SODINPRO) sea violatorio del Art.133 de la Ley No.65-00, por el hecho de que sus valores excedan los que mantiene en vigencia la Sociedad General de Autores, Compositores y Editores Dominicanos de Música, Inc. (SGACEDOM); que, en consecuencia, el alegato de la SGACEDOM debe ser rechazado.
(Resolución No.1-04, 20 febrero 2004).

Oficina Nacional de Derecho de Autor.- Homologación de reglamento de tarifas de sociedad de gestión colectiva.- Carácter unilateral de la facultad de fijación de tarifas.- Sentido del Art.164 de la Ley No.65-00.

Considerando:  Que en su segundo medio, la SGACEDOM plantea lo que más favorece a los autores de obras musicales es no homologar dicho Reglamento con los valores que se proponen en el mismo, sino que, a partir del Reglamento de Tarifas propuesto por la SGACEDOM, SODINPRO presente a homologación un nuevo reglamento, en el cual los valores de sus tarifas sean menores en un 50% a los valores de las tarifas contenidas en el Reglamento de SGACEDOM, por ser dicho criterio una norma internacionalmente aceptada.

Considerando:  Que el Dr. Ricardo Antequera Parilli, al referirse a la fijación de tarifas por las sociedades de gestión colectiva
,  ha consignado lo siguiente: “Como representante, mandataria o titular de una “cesión fiduciaria” de los derechos de sus asociados, según la posición que se adopte (y de los asociados a entidades extranjeras con las cuales existan contratos de representación), la entidad de gestión ejerce la facultad de fijar unilateralmente el monto de la contraprestación correspondiente al uso del repertorio que administra, lo que no impide, en la práctica que dicha cantidad – o porcentaje-, se determine mediante negociaciones voluntarias con los usuarios”.

“Esa facultad de determinación unilateral y obligatoria de los aranceles a pagar por el uso del repertorio administrado hizo resolver a la Corte Primera de lo Contecioso-Administrativo de Venezuela, en sentencia firme del 18-2-86, que la fijación de tarifas por una entidad autoral constituye un acto administrativo, que produce efectos jurídicos subjetivos, con carácter de autoridad e “imperium” como si emanara del Estado”.

Considerando:   Que en concordancia con el carácter unilateral de la facultad de determinación de tarifas por parte de las sociedades de gestión colectiva, el Dr. Ricardo Antequera Parilli, al referirse al rol de ente homologador de esta Oficina, ha señalado categóricamente
:  “La fijación unilateral de las tarifas no constituye un impedimento para que algunas legislaciones sometan dichos aranceles al requisito de la homologación por parte de la autoridad administrativa competente en derecho de autor y derechos conexos (v. gr.: República Dominicana), atribución esta última que tiene las limitaciones siguientes: i) la oficina nacional competente no puede fijar, aumentar o disminuir el monto de las tarifas, sino impartir o no su homologación, pues de lo contrario se estaría irrumpiendo contra el derecho exclusivo que corresponde a los titulares de los bienes intelectuales administrados por la entidad, a menos que se trate de licencias obligatorias (las cuales deben estar previstas en la ley aplicable, bajo los términos y condiciones permitidos por los convenios internacionales) o derechos de simple remuneración.

ii) Esa homologación es imperativa entonces si se cumplen todos los requisitos que puedan estar previstos en la ley o en los reglamentos, de modo que su rechazo debe obedecer a razones de ilegalidad y no a los de conveniencia.

iii) Lo anterior no impide a la autoridad formular recomendaciones no vinculantes si considera, por ejemplo, que la tarifa puede ser disminuida para acelerar acuerdos entre la entidad y los usuarios (o con las organizaciones gremiales o empresariales que los representen) o para evitar largos procesos judiciales, como también la posibilidad de llamar a las partes a conciliación, a fin de avenirlos a acuerdos sobre el arancel fijado y el monto de las remuneraciones a pagar”.

Considerando:  Que el maestro Ulrich Uchtenhagen, al referirse al control estatal respecto de la fijación de tarifas por sociedades de gestión colectiva
, ha dicho lo siguiente:“No es recomendable aplicar a las sociedades de derecho de autor las reglas generales de una legislación antitrust. Esto significa que deben ser controlados los aranceles si no son adecuados o si conducen a remuneraciones excesivas. Si la fiscalización estatal lleva a la conclusión de que no hay objeción alguna a la aplicación del arancel, debería reflejarse este resultado en la forma de una aprobación estatal del arancel y el arancel aprobado debería ser publicado en el boletín oficial.”

Considerando:  Que a la luz de estas consideraciones doctrinales se concluye que esta Oficina: a) no puede aumentar o disminuir el monto de las tarifas presentadas a homologación por la Sociedad Dominicana de Productores Fonográficos, Inc. (SODINPRO), sino impartir o no su homologación, pues de lo contrario estaría irrumpiendo contra su derecho exclusivo a fijarlas; b) sólo podría rechazar la homologación del Reglamento de Tarifas de la SODINPRO si el mismo fuese ilegal, inadecuado o excesivo; y c) podría recomendar a la SODINPRO y esta acoger o no la propuesta de una disminución de sus tarifas, pero ya una vez que las mismas se encuentren homologadas, si considera que con ello se podrían acelerar acuerdos con los usuarios, evitar procesos judiciales o facilitar un proceso conciliatorio.

Considerando:  Que en el criterio de esta Oficina, la homologación que le impone el Art.164 de la Ley No.65-00 implica simplemente constatar que las tarifas fijadas por las sociedades de gestión colectiva no infringen ninguna disposición legal irrenunciable o no relajable por la voluntad de los interesados, y nada  más; que, en consecuencia, la facultad de homologación sólo procede por estrictas razones de legalidad y no de oportunidad, de modo que, a menos que la tarifa infrinja expresamente una disposición legal de orden público, la Oficina Nacional de Derecho de Autor no puede intervenir en relación con su monto o su comparación con la fijada por otra sociedad de gestión, a menos que constituya, por ejemplo, un “abuso de posición de dominio”, o que la sociedad no esté autorizada para funcionar o, en su caso, para administrar derechos no confiados a su gestión.

Considerando:  Que si esta Oficina interpretara la norma de una forma intervencionista, por razones de conveniencia u oportunidad y no por motivos de ilegalidad, estaría violando la propia Ley No.65-00, que concede a las sociedades de gestión la facultad unilateral de “fijar” las tarifas y a la Oficina Nacional de Derecho de Autor simplemente la facultad de homologarlas.

Oficina Nacional de Derecho de Autor.- Homologación de reglamento de tarifas de sociedad de gestión colectiva.- Carácter unilateral de la facultad de fijación de tarifas.- Sentido del Art.92 del Reglamento No.362-01.-

Considerando:  Que por el Art.92, numeral 6  del Reglamento No.362-01, de fecha 14 de marzo de 2001, se obliga a las sociedades de gestión colectiva a: Fijar las tarifas generales relativas a las remuneraciones correspondientes a las cesiones de derechos de explotación o a las licencias de uso que otorguen sobre el repertorio que administre y someterlas a la homologación de la Oficina Nacional de Derecho de Autor.

Considerando:  Que de la lectura del artículo 92, numeral 6  del Reglamento 
No.362-01, se determina que constituye un mandato ineludible para las sociedades de gestión colectiva la fijación de las tarifas correspondientes a las cesiones de derechos de explotación o a las licencias de uso que otorguen sobre el repertorio que administren; que ni la Ley No.65-00 ni el Reglamento No.362-01 sujetan ese deber al cumplimiento de una determinada obligación, de donde resulta que se trata de un acto unilateral y soberano, cuya formulación y posterior homologación no permiten intervención o impedimento de cualquier tipo; que en modo alguno el Reglamento puede establecer una limitación que la propia ley no establece; que el Reglamento debe interpretar la letra y el espíritu del legislador y si éste hubiere querido incorporar alguna limitación porcentual en cuanto a la remuneración de los titulares de derechos conexos en comparación con los titulares de derechos autorales, lo habría hecho expresamente; que, por demás, el hecho de que la tarifa fijada por una sociedad de gestión colectiva de derechos conexos sea más elevada que la establecida por la entidad administradora del derecho de autor, es una cuestión de hecho y no de derecho, de oportunidad o conveniencia y no de ilegalidad; que en consecuencia, la Sociedad General de Autores, Compositores y Editores Dominicanos de Música, Inc. (SGACEDOM) no puede oponerse a que la Sociedad Dominicana de Productores Fonográficos, Inc. (SODINPRO) establezca su Reglamento de Tarifas y mucho menos pretender que esta reduzca sus tarifas en un 50% partiendo de los valores de las tarifas contenidas en su Reglamento presentado a homologación, máxime cuando: a) la fórmula de que los productores de fonogramas perciban la mitad de lo que perciben los autores, alegada en provecho de ese argumento, no figura ni en la Ley No.65-00, ni en el Reglamento No.362-01, ni en la Convención de Roma ni el TOIEF; y b) ambas sociedades parten de parámetros distintos para la definición del monto base de sus tarifas; que, en consecuencia, el alegato de la SGACEDOM debe ser rechazado.
(Resolución No.1-04, 20 febrero 2004).

Oficina Nacional de Derecho de Autor.- Proceso de conciliación.- Consecuencias.- Límites de la competencia de la Oficina Nacional de Derecho de Autor.-

Considerando:  Que en efecto, el artículo 187 numeral 3 de la Ley 65-00 sobre Derecho de Autor y el artículo 107 inciso 4 del Reglamento No.362-01 de aplicación de dicha ley, otorgaron a la Oficina Nacional de Derecho de Autor la facultad de intervenir por la vía de la conciliación, ya sea a solicitud de una o ambas partes y aun de oficio, en los conflictos que se presenten con motivo del goce o ejercicio de los derechos por la ley sobre derecho de autor. Esta facultad que tiene la ONDA no tiene otra finalidad que la de servir de intermediario y tratar de conciliar las divergencias que tengan las partes, poniendo a disposición de ellas sus conocimientos expertos en la materia, a los fines de lograr un acuerdo que les evite tener que acudir a las vías judiciales que la ley pone a su disposición. Solo dos resultados pueden derivarse del rol conciliador de la ONDA: 1º. Que las partes lleguen a un acuerdo en cuanto al conflicto conocido y planteado ante el conciliador, en cuyo caso deberá levantarse acta de acuerdo que deberá ser firmada por ambas partes a los fines de que, de conformidad con las prescripciones del artículo 1134 del Código Civil, ese acuerdo tenga fuerza de ley entre ellas; 2º. Que las partes no lleguen a un acuerdo, en cuyo caso, deberá levantarse acta de no acuerdo, de manera de dejar a las partes en libertad de dirimir sus diferencias por ante las vías judiciales (civil o represiva) que la ley pone a su disposición. En consecuencia, y no habiendo llegado las partes a un acuerdo en la conciliación celebrada entre los recurrentes y la recurrida ante la Oficina Nacional de Derecho de Autor, la ONDA ha debido limitarse a consignar este hecho en un acta.

Considerando:  Que a este respecto, y luego de una investigación más profunda del rol de todo conciliador, esta Secretaría de Estado ha podido determinar que no compete a la ONDA, al ejercer sus funciones conciliatorias, ya fuere de oficio o a petición de una o ambas partes, el tomar decisiones que no hayan sido convenidas de mutuo acuerdo por las partes durante el proceso de conciliación, aun cuando la Ley 65-00 o el Reglamento de Aplicación No.362-01 no hayan trazado el procedimiento que debe seguir la ONDA en su rol conciliador.

Considerando:  Que a este respecto, el Dr. Ricardo Antequera Parilli, redactor del proyecto que dio origen a la Ley 65-00 ha señalado que “la labor de servir como medio para la solución alternativa de controversias constituye una de las principales atribuciones de las oficinas nacionales competentes, particularmente en los conflictos que susciten entre titulares de derechos; entre las entidades de gestión colectiva; entre éstas y sus miembros; y entre las entidades de gestión o titulares de derechos y los usuarios de obras, prestaciones, producciones o emisiones protegidas por la ley”. Y continúa, “a falta de una normativa especial en la ley autoral, deben regir las reglas adjetivas que el derecho común y otras leyes especiales tengan previstas para los procedimientos arbitrales u otros medios alternativos de solución de conflictos. Pero nada impedirá a las partes en controversia elegir a otros mediadores, conciliadores o árbitros, o bien acudir directamente a la autoridad judicial para que tome las decisiones de su competencia”
.

Considerando:  Que en tal virtud y ante la ausencia de reglamentación especial respecto a los poderes que en su rol conciliador  tiene la Oficina Nacional de Derecho de Autor es necesario apelar al derecho común y a las costumbres en esta materia.

(Resolución No.9-03, 20 de agosto de 2003, Secretaría de Estado de Cultura).

Oficina Nacional de Derecho de Autor.- La imposición de sanciones administrativas debe hacerse por resolución no por decisión de conciliación.-

Considerando:  Que además de los motivos expuestos, habiendo esta Secretaría de Estado de Cultura establecido mediante la presente Resolución que la Oficina Nacional de Derecho de Autor se excedió en su rol conciliador al dictar disposiciones y sanciones que no habían sido acordadas por las partes en su Decisión No.35-03 que dio fin al proceso de conciliación ordenado de oficio por ella, lo que ha determinado la procedencia de que la misma sea revisada y modificada, se justifica con mayor razón el rechazo de los argumentos sostenidos por la recurrente en el sentido de que la Oficina Nacional de Derecho de Autor impuso las mismas sanciones en su perjuicio en su Decisión No.35-03 y en su Resolución No.15-03, debido a que dicha resolución no hizo más que consignar lo que se había decidido, más allá de sus funciones, en la referida decisión; que la Resolución No.15-03 ha sido necesariamente el resultado del tácito reconocimiento por parte de la Oficina Nacional de Derecho de Autor de que las sanciones administrativas a las que tiene derecho deben ser impuestas mediante resolución, pero jamás mediante decisión de conciliación.
(Resolución No.9-03, 20 de agosto de 2003, Secretaría de Estado de Cultura).

Oficina Nacional de Derecho de Autor.- Necesidad de cumplimiento de condiciones para requerir a la Dirección General de Aduanas la adopción de medidas en frontera.-

Considerando:  Que en adición a las consideraciones externadas que motivaron la revocación del ordinal Quinto de la Resolución No.35-03 de la Oficina Nacional de Derecho de Autor, contenida en el ordinal Noveno de la Resolución No.5-03 de esta Secretaría de Estado de Cultura, cabe señalar que, no obstante las amplias facultades otorgadas por la Ley 65-00 y su reglamento de aplicación No.362-01 a la Oficina Nacional de Derecho de Autor para practicar medidas preventivas y cautelares que puedan evitar la violación de los derechos consagrados en dicha ley, el Artículo 185 de la misma autoriza a la Dirección General de Aduanas a ordenar la suspensión del despacho de las mercancías (tomar medidas en frontera) cuando se tengan motivos válidos para sospechar que se prepara la importación o exportación de mercancías que lesionen el derecho de autor o los derechos afines, ordenando obligatoriamente la notificación de estas medidas al destinatario de dichas mercancías, para que pueda acudir ante los tribunales competentes a solicitar la modificación o revocación de las mismas, así como al solicitante de la medida, para que pueda demandar al fondo o solicite otras medidas. Este procedimiento, contemplado en el artículo 185 de la Ley 65-00 revela la necesidad de que existan ciertas condiciones para que dichas medidas sean solicitadas: que recaiga sobre determinadas mercancías que se sospechen ilícitas y que se haya podido identificar el propietario, importador o destinatario de las mismas. En consecuencia, mal podría la Oficina Nacional de Derecho de Autor requerir a la Dirección General de Aduanas la suspensión del despacho de todas las obras audiovisuales cuya venta y renta no ha sido autorizada para la República Dominicana, lo que le exigiría la revisión de todas las mercancías y la exigencia de la presentación de licencias y autorizaciones relacionadas con la explotación de las obras audiovisuales, que no es de la competencia de la Dirección General de Aduanas.

(Resolución No.9-03, 20 de agosto de 2003, Secretaría de Estado de Cultura).

Oficina Nacional de Derecho de Autor.- Los estudios cinematográficos son productores de obras audiovisuales.-

Considerando:  Que, en consecuencia, los estudios cinematográficos deben ser considerados, a la luz del Artículo 61 de la Ley 65-00, productores de las obras audiovisuales, al ser contractualmente los responsables de la prestación de servicios de las personas que intervienen en su realización, y por consiguiente, están favorecidos indiscutiblemente por la presunción establecida por el artículo 60 de la Ley 65-00 sobre Derecho de Autor, todo lo cual de conformidad con las regulaciones del artículo 14 bis) del Convenio de Berna, ratificado por nuestro país.

(Resolución No.9-03, 20 de agosto de 2003, Secretaría de Estado de Cultura).

[Fin del documento]

./. 








� 	Actualmente vacante.


� 	Antequera Parilli, Ricardo “El papel del Estado en sus funciones vinculadas con la administración del derecho de autor y los derechos conexos. La función fiscalizadora del Estado sobre las sociedades de gestión colectiva. Métodos de fijación de tarifas”, ponencia presentada en el Seminario Nacional de la OMPI sobre derecho de autor y derechos conexos y su gestión colectiva, Santo Domingo, marzo 2003.


� 	Antequera Parilli, idem. 


� 	Uchtenhagen, Ulrich “Exposición gráfica del funcionamiento general de una sociedad de gestión colectiva de derechos relativos a obras musicales”, ponencia presentada en el Octavo Curso Académico Regional de la OMPI/SGAE sobre derecho de autor y derechos conexos para países de América Latina, Bolivia, 2001, p.5.


� 	Antequera Parilli, Ricardo “Manual para la enseñanza virtual del derecho de autor y los derechos conexos”, Escuela Nacional de la Judicatura, 1ra. Edición, Santo Domingo, 2002, p.248. 
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